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Resumen

El proceso de insolvencia de la persona natural no comerciante y de la pequeña 
comerciante, según el Código General del Proceso (2012) regulado en los artículos 
531 a 576A colombiano, que corresponde a la Ley 1564 (2012), modificado por la Ley 
2445 (2025), representa uno de los desarrollos más relevantes del derecho concursal 
latinoamericano en las últimas décadas. Su inclusión en ese código no fue fortuita. 
Respondió a la exhortación expresa de la Corte Constitucional al Congreso de la 
República en la Sentencia C-699 (2007). De igual forma, respondió a la necesidad 
de dotar a millones de ciudadanos no vinculados al comercio de herramientas reales 
para salir de situaciones de sobreendeudamiento que amenazaban su dignidad y sus 
derechos fundamentales.
Este artículo analiza, desde una perspectiva jurídico-dogmática con soporte en fuentes 
primarias y doctrina especializada, los fundamentos, la estructura procesal y las 
tensiones que genera el régimen. Se examina particularmente la figura del descargue 
de obligaciones (el llamado fresh start) y los límites que el principio de buena fe 
y la prohibición del abuso del derecho imponen al ejercicio de este mecanismo. 
La investigación señala que el régimen de insolvencia materializa los mandatos 
constitucionales de solidaridad social y rehabilitación económica, pero exige del 
deudor una conducta procesal transparente, genuinamente orientada al pago. Por ello, 
la buena fe debe manifestarse como el eje rector de su actuación, impidiendo que el 
proceso sea instrumentalizado para eludir compromisos financieros o para defraudar 
la confianza legítima de los acreedores.
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Abstract
The insolvency process for non-merchant natural persons, regulated in Articles 
531 to 576A of the Colombian General Procedural Code (Law 1564 of 2012), 
as amended by Law 2445 of 2025, represents one of the most significant 
developments in Latin American insolvency law in recent decades. Its inclusion 
in that code was not fortuitous: it responded to the express exhortation by the 
Constitutional Court to Congress in Judgment C-699 of 2007, and to the need 
to provide millions of citizens not engaged in commerce with real tools to exit 
over-indebtedness situations that threatened their dignity and fundamental rights.
This article analyzes, from a legal-dogmatic perspective supported by primary 
sources and specialized doctrine, the foundations, procedural structure, and 
tensions generated by the regime. It particularly examines the discharge of 
obligations, the so-called fresh start— and the limits that the principle of 
good faith and the prohibition of abuse of rights impose on the exercise of 
this mechanism. The research concludes that the insolvency regime embodies 
the constitutional mandates of social solidarity and economic rehabilitation; 
however, it demands transparent procedural conduct from the debtor, genuinely 
oriented toward the settlement of liabilities. Therefore, good faith must manifest 
as the guiding principle of their actions, preventing the proceedings from being 
instrumentalized to evade financial commitments or to defraud the legitimate 
expectations of creditors. 
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Acuerdo, Buena Fe, Insolvencia, Liquidación Patrimonial, Negociación. 

Keywords 
Insolvency of non-merchant natural person, abuse of rights, debt negotiation, 
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Introducción

Cuando una persona regulada por el 
Título IV, capítulo I del Código General del 
Proceso (2012), deja de pagar sus deudas, el 
Estado colombiano, a través de su política 
legislativa, debe determinar el cauce de dicha 
contingencia: i) ¿Mantener la persecución 
patrimonial indefinida hasta el agotamiento 
del deudor?, ii) ¿Someterlo a un ciclo 
perpetuo de ejecuciones judiciales que anulen 
su reintegración económica?, iii) ¿O abrir una 
válvula de escape que proteja tanto al deudor 

como a sus acreedores bajo los principios de 
orden y equidad? Colombia optó, tardíamente, 
pero con firmeza, por la tercera alternativa.

El régimen de insolvencia para personas 
naturales no comerciantes, incorporado 
en el Código General del Proceso (2012) 
mediante la Ley 1564 (2012), llegó después 
de años de vacío normativo. Así, la Ley 1116 
(2006), se erige la norma rectora del derecho 
concursal empresarial en Colombia; la cual, 
había excluido expresamente a las personas 
naturales no comerciantes de su ámbito 
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de aplicación.  La Corte Constitucional, 
en Sentencia C-699 (2007) señaló que esa 
exclusión, aunque no inconstitucional por sí 
misma, sí generaba una omisión legislativa 
que era necesario remediar: el principio de 
solidaridad exigía un mecanismo concursal 
para quienes, sin ser empresarios, también 
podían incurrir en situaciones de insolvencia 
que amenazaran sus derechos fundamentales 
(Corte Constitucional, 2007).

El resultado de ese mandato fue la Ley 
1380 (2010), que intentó crear ese régimen, 
pero se declaró inexequible en la Sentencia 
C-685 (2011) por un vicio insubsanable en 
su proceso de formación: la convocatoria al 
Congreso a sesiones extraordinarias no había 
sido publicada en el momento que la ley exige 
(Moreno, 2011). Fue entonces el Código 
General del Proceso (2012) el que finalmente 
cumplió esa tarea pendiente, dedicando sus 
artículos 531 a 576 a un sistema que hoy sirve 
a millones de colombianos endeudados.

Este artículo propone un análisis 
riguroso de ese sistema: sus fundamentos 
constitucionales y socioeconómicos, su 
estructura procesal, sus herramientas concretas 
(la negociación de deudas, la convalidación 
de acuerdos privados y la liquidación 
patrimonial) y sus límites. Particular 
atención se presta al principio del fresh start 
o descargue de obligaciones, que representa 
quizás la innovación más audaz del régimen, 
y a la tensión que ese mecanismo genera con 
el principio de buena fe y la prohibición del 
abuso del derecho.

Ahora bien, la metodología adoptada 
es cualitativa y dogmática; ya que, se parte 
del análisis de fuentes normativas primarias, 
jurisprudencia constitucional y ordinaria, 
y doctrina especializada colombiana. El 
objetivo no es solo describir el régimen, sino 

comprender por qué existe, cuáles son sus 
límites y cómo debe operar para cumplir su 
función sin convertirse en un instrumento de 
fraude a los acreedores.

1. La insolvencia del ciudadano 
común: por qué necesita un régimen propio.

1.1 El deudor no comerciante y su 
vulnerabilidad particular

Hay una diferencia estructural entre 
el empresario que quiebra y el asalariado 
o profesional liberal que se endeuda más 
de lo que puede pagar. El primero tiene, 
en principio, herramientas para anticipar 
el riesgo: contabilidad, análisis financiero, 
asesoría jurídica, acceso a instrumentos de 
limitación patrimonial como las sociedades 
de capital. El segundo, generalmente, no. Su 
endeudamiento suele surgir de circunstancias 
cotidianas: un crédito de consumo que se fue 
acumulando, una separación conyugal, una 
enfermedad, la pérdida del empleo o (como 
ocurrió con frecuencia en la práctica judicial) 
haber firmado como codeudor de una empresa 
que luego fracasó o de una persona que al final 
no pagó.

Moreno (2011) lo expresa con 
precisión: 

la quiebra de un comerciante puede 
significar una gran pérdida, pero no 
suele poner en juego su subsistencia. 
Cuando se pierde el crédito de la 
empresa, todavía se puede echar mano 
del crédito personal o de la familia. 
En este contexto, la quiebra de los no 
comerciantes es una situación mucho 
más gravosa y delicada, en términos 
económicos y sociales, pues si no hay 
una cobertura mínima de bienestar 
social, el resultado puede ser la 
indigencia (p. 36). 
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Esa vulnerabilidad específica justifica 
un tratamiento diferenciado. No se trata de 
privilegiar al deudor incumplido, sino de 
reconocer que, sin mecanismos adecuados de 
alivio de deuda, el sistema jurídico condena 
a personas a una espiral de obligaciones que 
no pueden cumplir, que socavan su acceso al 
crédito, a vivienda y hasta a empleo, y que 
terminan por excluirlas de la vida productiva 
del país. La Corte Constitucional (2007), 
Sentencia C-699 lo expresa así: “un proceso 
concursal para personas naturales en situación 
de debilidad manifiesta es compatible y, 
exigido, por el principio constitucional de 
solidaridad”  

1.2 El impacto sistémico del 
sobreendeudamiento personal

Sería un error mirar el fenómeno del 
sobreendeudamiento personal como un 
asunto meramente privado entre deudor 
y acreedor. Goyes (2015) señala que el 
sobreendeudamiento del deudor consumidor 
“se origina en las innumerables oportunidades 
crediticias que el mercado capitalista 
proporciona a los consumidores hoy en día, 
llevándolos, en algunos casos, a un escenario 
en el cual sus pasivos superan vertiginosamente 
sus activos” (p. 119-120). El problema no está 
solo en el individuo que tomó más deuda de la 
que podía pagar: está también en un sistema 
financiero que facilitó ese crédito sin suficiente 
evaluación de la capacidad de pago real.

El impacto sistémico es doble. Por un 
lado, el acreedor que no recupera su crédito 
puede, a su vez, incumplir sus propias 
obligaciones, generando “un efecto cascada 
sobre el sistema económico” (Morgestein 
& Ucrós, 2022). Por otro lado, la exclusión 
del deudor insolvente de la economía formal 
(sin acceso a crédito, con reportes negativos 
permanentes, amenazado de embargos) 

representa una pérdida neta para la sociedad: 
ese ciudadano deja de consumir, de invertir, de 
pagar impuestos, de generar empleo.

De todo esto, González y López (2015) 
identificaron que el sobreendeudamiento 
familiar tiene dos raíces principales: el 
consumismo propio de épocas de bonanza 
económica y la facilidad de acceso al crédito 
con pocas restricciones. En Colombia, con 
“28,6 millones de adultos con acceso al sistema 
financiero registrados a 2019” (Morgestein 
& Ucrós, 2022), la masa crítica de deudores 
potencialmente insolventes es enorme. El 
régimen concursal no es, entonces, un lujo 
jurídico: es una necesidad estructural. 

2. Fundamentos constitucionales del 
régimen

2.1 Del mandato de la Corte 
Constitucional a la codificación

La historia legislativa del régimen 
de insolvencia para personas naturales no 
comerciantes es un recorrido breve pero 
turbulento. Antes de que la Corte Constitucional 
(2007) promulgara la Sentencia C-699 de, la 
Corte Suprema de Justicia había intentado 
extender el régimen concordatario a estas 
personas a través de una sentencia de tutela de 
1999, bajo el argumento hermenéutico de que 
la ley no debía distinguir donde no distinguía 
el texto (Goyes, 2015). Esa interpretación 
generosa no tuvo continuidad.

Así, la Corte Constitucional (2007) 
por medio de la Sentencia C-699 marcó el 
verdadero punto de inflexión. Al revisar la 
exequibilidad de la Ley 1116 (2006) en el 
artículo 3 numeral 8 (que excluía a las personas 
naturales no comerciantes del régimen de 
insolvencia empresarial), la Corte no la declaró 
inexequible, pero sí señaló con claridad que 
los procesos concursales son mecanismos 
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orientados no solo a la protección del crédito, 
sino también a hacer efectivo el principio de 
solidaridad cuando la insolvencia genera una 
situación de debilidad manifiesta que afecta 
derechos fundamentales. La exhortación al 
Congreso era, en esa medida, un mandato 
implícito de actuación legislativa.

El Congreso respondió con la Ley 1380 
(2010), que fue declarada inexequible antes de 
entrar en vigor. La falla fue procesal: el decreto 
de convocatoria a las sesiones extraordinarias 
en que se debatió la ley no fue publicado con la 
antelación exigida por la Constitución Política 
(1991) en su artículo 138. Un error de trámite 
postergó por dos años más una solución que la 
ciudadanía necesitaba.

Fue la Ley 1564 (2012) conocida como 
Código General del Proceso la que finalmente 
dio cuerpo a ese régimen, incorporándolo 
como Título IV de la Sección Tercera del 
Libro Tercero, actualmente modificado por 
la Ley 2445 (2025). Hoy los artículos 531 a 
576A de ese código representan el estatuto 
básico de la insolvencia civil en Colombia, 
y su aplicación ha ido creciendo de manera 
sostenida en los Centros de Conciliación 
Avalados por el Ministerio de Justicia y del 
Derecho para prestar el servicio de insolvencia 
de persona natural, en las notarías y en los 
juzgados civiles del circuito y municipales de 
todo el país.

2.2 La doble naturaleza del proceso 
concursal

La Corte Constitucional (2013) 
estableció en la Sentencia C-527 que los 
procesos concursales tienen como finalidad 
conciliar los intereses de deudores, acreedores 
y la sociedad en su conjunto. Esa formulación 
tripartita es clave: el proceso no es ni 
exclusivamente prodeudor ni exclusivamente 

acreedor. Es un espacio de negociación 
organizado por el Estado para que las partes 
encuentren un equilibrio que permita la 
rehabilitación del deudor sin defraudar a los 
acreedores.

La misma Corte Constitucional 
(2001) por medio de Sentencia C-586 
había precisado que el derecho concursal 
no desconoce la obligación del deudor de 
cumplir sus compromisos ni el derecho del 
acreedor a perseguir sus bienes. Lo que hace 
es reemplazar la ejecución singular —un 
proceso por cada acreedor, con los problemas 
de coordinación y equidad que eso implica— 
por una ejecución colectiva y ordenada. El 
proceso concursal, en esa medida, es más 
justo que la ejecución fragmentada, porque 
asegura el trato igualitario entre acreedores y 
la distribución equitativa de las pérdidas según 
el rango de cada uno.

3. La arquitectura del proceso: tres 
herramientas, un objetivo

El Código General del Proceso (2012) en 
su artículo 531 del, modificado recientemente 
por la Ley 2445 (2025) a treves de su el art. 3, 
establece que la persona natural que se regula 
en estas disposiciones puede, a través de los 
procedimientos del Título IV: (1) negociar sus 
deudas con sus acreedores para normalizar 
sus relaciones crediticias, (2) convalidar los 
acuerdos privados que haya celebrado con sus 
acreedores y (3) liquidar su patrimonio. Estas 
tres vías responden a momentos distintos de la 
crisis y a distintos grados de insolvencia, pero 
comparten un objetivo: rehabilitar al deudor y 
reintegrarlo a la vida económica nacional.

3.1 La negociación de deudas

3.1.1 Naturaleza y función

La negociación de deudas es el 
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mecanismo principal del régimen y su primera 
línea de respuesta a la insolvencia. Es un 
proceso extrajudicial, tramitado ante centros 
de conciliación autorizados o notarías del 
domicilio del deudor, en el que un conciliador 
especializado facilita la negociación entre 
el deudor y la totalidad de sus acreedores 
(Código General del Proceso, 2012, art. 533).

La idea de haber asignado este 
procedimiento a los centros de conciliación 
responde a una lógica deliberada de 
acercamiento: se quería que el proceso fuera 
accesible, cercano al domicilio del deudor, 
gestionado por un tercero con conocimientos 
técnicos en insolvencia, y ajeno a la rigidez 
del proceso judicial ordinario. Rodríguez 
Espitia (2015) señala que la competencia de 
los centros de conciliación “facilita al deudor 
la recolección de las pruebas y la posibilidad 
de ejercer su derecho de defensa en un espacio 
menos formal y más dialogado” (p. 158). 

3.1.2 Supuestos de admisión 

Para acceder a la negociación de deudas, 
el Código General del Proceso (2012), 
modificado por la Ley 2445 (2025), exige que 
el deudor se encuentre en cesación de pagos. 
Esa cesación ocurre cuando, como deudor 
o garante, incumple el pago de dos o más 
obligaciones a favor de dos o más acreedores 
por más de noventa días, o cuando existen 
en su contra dos o más procesos ejecutivos 
o de jurisdicción coactiva. En ambos casos, 
el valor porcentual de las obligaciones debe 
representar al menos el 30% del pasivo total a 
su cargo, sin tener en cuenta los créditos cuyo 
pago se esté realizando mediante libranza o 
cualquier otro tipo de descuento por nómina, 
a menos que estos hayan dejado de abonarse 
efectivamente a la obligación por cualquier 
causa. 

Esta exigencia cuantitativa cumple una 
función disuasiva importante: evita que el 
proceso concursal sea utilizado como simple 
maniobra dilatoria por deudores que, en 
realidad, sí tienen capacidad de pago, pero 
prefieren suspender los procesos ejecutivos 
que corren en su contra (Marín, 2018).

3.1.3 Requisitos de la solicitud 

El Código General del Proceso (2012) 
en su artículo 539, modificado por la Ley 
2445 de 2025 en su artículo 10, establece un 
listado detallado de lo que debe contener la 
solicitud de negociación de deudas. Además 
del informe sobre las causas de la cesación 
de pagos y la propuesta de pago, que debe 
ser clara, expresa y objetiva, el deudor debe 
aportar la relación completa y actualizada de 
sus acreedores, la relación detallada de sus 
bienes con sus afectaciones y gravámenes, la 
relación de procesos judiciales o actuaciones 
administrativas patrimoniales en curso, la 
certificación de sus ingresos y el monto 
disponible para el pago de obligaciones después 
de descontar los gastos de administración y 
subsistencia, entre otros.

Rodríguez Espitia (2015) precisa que “cada 
uno de estos requisitos tiene una razón de 
ser frente a la naturaleza del mecanismo y el 
acuerdo de pago que pueda celebrarse” (p. 
198). La completitud de la información no es 
un formalismo: es la condición de posibilidad 
para que el conciliador y los acreedores puedan 
evaluar realmente la situación del deudor y 
negociar en condiciones de buena fe.

3.1.4 Trámite y efectos 

Una vez aceptada la solicitud, se producen 
efectos de alta importancia práctica para el 
deudor, entre ellos: no pueden iniciarse nuevos 
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procesos ejecutivos, de restitución de bienes 
por mora en cánones o de jurisdicción coactiva 
en su contra, y los que existan al momento 
de la aceptación deben suspenderse (Código 
General del Proceso, 2012). Adicionalmente, 
no puede suspenderse la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios en la vivienda 
del deudor por mora en el pago de obligaciones 
anteriores a la aceptación.

El procedimiento tiene una duración, 
para la persona natural no comerciante, de 
60 días contados a partir de la fecha en que 
quede en firme la aceptación de la solicitud, 
prorrogable hasta 30 días más, por solicitud 
conjunta del deudor y de uno de sus acreedores. 
El conciliador convoca a audiencia de 
negociación dentro de los 10 días siguientes 
a la aceptación. En esa audiencia se establece 
la relación definitiva de acreencias lo que 
técnicamente se denomina la calificación y 
graduación de créditos, y se abre el espacio de 
negociación propiamente dicho.

Habrá acuerdo si la propuesta del deudor 
es aprobada mínimo por dos o más acreedores 
que representen más del 50% de los votos y 
deberá contar con la aprobación expresa del 
deudor, siempre que el plazo propuesto no 
supere cinco años. Si lo supera, se requiere 
la aprobación de acreedores que representen 
más del 60% de los votos, o podrá aprobarse 
con más del 50% con un plazo de más de 
cinco años, si originalmente alguna de las 
obligaciones hubiere sido pactada por un 
término superior a este límite. El acuerdo 
obliga a todos los acreedores, incluidos los 
que no participaron o votaron en contra, lo 
que refleja el principio de universalidad que 
rige el proceso, y debe cumplir todas las reglas 
establecidas en el Código General del Proceso 
(2012), que fue modificado por la Ley 2445 
(2025) en su el artículo 21.  

3.2 La convalidación de acuerdos 
privados

La convalidación de acuerdos privados 
constituye un mecanismo diseñado para 
deudores que, de manera previa al inicio del 
trámite formal, han estructurado una fórmula 
de arreglo con sus acreedores y requieren 
dotar a dicho consenso de los efectos legales 
propios de una negociación de deudas. Este 
instrumento es de naturaleza preventiva, 
siendo aplicable a sujetos que, si bien no se 
encuentran en cesación de pagos, prevén 
razonablemente la ocurrencia de dicho 
estado dentro de los ciento veinte (120) días 
siguientes.

Este mecanismo exige que el acuerdo 
privado sea respaldado por acreedores que 
ostenten más del sesenta por ciento (60%) del 
capital adeudado (Código General del Proceso, 
2012, art. 562). Sobre este particular, autores 
como Pájaro (2013) señala que este mecanismo 
tiene diferencias relevantes con la negociación 
de deudas: las partes del acuerdo privado no 
pueden proponer objeciones frente al acuerdo 
presentado para convalidación, y la falta de 
convalidación no lleva automáticamente a la 
apertura de una liquidación patrimonial (p. 
410-411). 

3.3 La liquidación patrimonial

3.3.1 El fracaso de la negociación 
como punto de partida

La liquidación patrimonial constituye la 
etapa definitiva del régimen de insolvencia; 
una herramienta procesal que se activa, en 
principio, ante el fracaso de la negociación de 
deudas o el incumplimiento de un acuerdo de 
pago previamente celebrado. Cabe destacar 
que, desde la entrada en vigencia de la Ley 
2445 (2025), se facultó al deudor, al acceso 
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directo a este trámite ante el juez competente. 
Esta innovación legal permite la apertura del 
concurso independientemente de la existencia 
de activos o de si estos resultan suficientes 
para cubrir la totalidad del pasivo.

La competencia para este proceso 
corresponde, en única instancia a un juez 
civil municipal o del circuito, y dependerá 
del pasivo a cargo del deudor- del domicilio 
del deudor o del domicilio donde se adelantó 
la negociación (Código General del Proceso, 
2012, art. 534). Ahora bien, la apertura se 
decreta de plano cuando el conciliador remite 
el acta de fracaso al juzgado. Esto tiene una 
consecuencia procesal de primer orden: el 
juez no puede rechazar la apertura salvo en 
los casos taxativos de falta de competencia 
formal. No puede, en particular, negar la 
apertura porque el deudor no tenga bienes 
suficientes para pagar sus obligaciones. 

Sin embargo, cuando el deudor presente 
directamente la solicitud de liquidación 
patrimonial ante el juez competente, a esta le 
serán aplicables los requisitos de la solicitud 
de negociación de deudas. Exceptuando el 
requisito de presentar una propuesta clara, 
expresa y objetiva para la negociación.

3.3.2 El liquidador y sus funciones 

En el auto de apertura se nombra un 
liquidador, quien es auxiliar de la justicia y 
cuya función principal es establecer cuáles son 
los activos del deudor al momento de iniciar 
la liquidación, practicar o validar su avalúo, 
notificar a los acreedores que participaron en 
la negociación y convocar mediante aviso de 
prensa a los que no participaron. Corresponde 
también al liquidador elaborar el proyecto de 
adjudicación de bienes y garantizar la entrega 
material de los bienes adjudicados.

3.3.3 Los efectos de la apertura

La fecha del auto de apertura es el 
corte temporal que define el universo de 
obligaciones y activos que entran al proceso. 
Las obligaciones existentes a esa fecha son las 
que serán objeto de pago o de descargue; los 
bienes de propiedad del deudor para esa fecha 
son los que serán susceptibles de adjudicación 
en favor de los acreedores. 

Es importante precisar que, los bienes 
e ingresos que el deudor adquiera después 
de esa fecha (incluso si son significativos) no 
pueden ser perseguidos por los acreedores del 
proceso, salvo cuando se trate de acreedores 
de obligaciones de alimentos. Esta regla es la 
que le da sentido económico al mecanismo: sin 
ese corte temporal claro, no habría verdadero 
fresh start.

Otro efecto importante de la apertura 
es el inicio del término de caducidad del 
reporte negativo del deudor en las bases de 
datos financieras, crediticias, comerciales y de 
servicios. Ese término inicia un año después 
de la apertura de la liquidación patrimonial, 
independientemente de si se logra pagar las 
obligaciones mediante la adjudicación de 
bienes o no. Es una medida de rehabilitación 
financiera que busca devolver al deudor su 
capacidad de acceso al crédito en un horizonte 
razonable.

4. El descargue de obligaciones: el 
fresh start colombiano

4.1 El diseño del mecanismo

La figura del descargue es quizás la 
innovación más significativa del régimen y 
la que genera más tensiones doctrinales y 
judiciales. Pájaro (2013) señaló que con su 
introducción “Colombia se convierte en uno 
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de los países que incorporan este mecanismo 
de rehabilitación del deudor y se coloca a la 
vanguardia dentro del plano internacional” 
(pp. 415-416).

El mecanismo opera así: cuando los 
bienes del deudor no son suficientes para pagar 
la totalidad de sus obligaciones, o cuando el 
deudor directamente carece de bienes, el saldo 
insoluto que quede después de la adjudicación 
se “descarga”. Es decir, que, esas obligaciones 
no se extinguen jurídicamente, pero se 
transforman en obligaciones naturales: existen, 
pero no pueden ser cobradas judicialmente. Los 
acreedores pierden la facultad de exigibilidad 
judicial y quedan impedidos para perseguir o 
embargar bienes adquiridos por el deudor en 
el futuro.

Rodríguez Espitia (2015) encuadra este 
diseño dentro del modelo anglosajón del fresh 
start o discharge, adoptado también por países 
como Francia, que se caracteriza por una: 

“liquidación inmediata del 
patrimonio no exento del deudor 
y la condonación de las deudas no 
pagadas” y que “se fundamenta en 
la idea de un riesgo compartido con 
los acreedores y en la primacía que 
ostenta la recuperación del deudor 
para la actividad económica” (p. 
323). 

En el esquema colombiano, el descargue 
opera por decisión judicial sin que medie 
consentimiento alguno de los acreedores.

4.2 La función social del descargue

El descargo no es un regalo al deudor 
irresponsable. Es el reconocimiento de que el 
sistema económico asigna riesgos de manera 
asimétrica y de que mantener a una persona 
indefinidamente atrapada en obligaciones que 

no puede pagar no beneficia ni al acreedor (que 
no va a cobrar de todas formas) ni a la sociedad 
(que pierde a un agente productivo). Como 
lo describe el propio régimen colombiano, la 
liquidación patrimonial busca que el deudor 
pueda volver a ser propietario, empleador, 
pagador de impuestos y contratante: en una 
palabra, reinsertarse en el aparato productivo 
del país (Morgestein & Ucrós, 2022).

Montiel (2014) captura bien el dilema 
humano que está detrás de este mecanismo: 
el deudor insolvente no siempre es alguien 
que actúa de mala fe o que no quiere pagar. 
Muchas veces es alguien que, 

más allá de una falta de interés por 
honrar las obligaciones, está de por 
medio la crisis proveniente bien del 
exceso de consumo y endeudamiento 
derivado del mismo, o bien de la 
pérdida o disminución de fuente de 
ingresos por un hecho sobreviniente 
(p. 30). 

La insolvencia tiene causas estructurales, 
no solo morales.

4.3 La excepción al descargue: el 
deudor de mala fe

El descargue no opera para todos los 
deudores de manera automática. El Código 
General del Proceso en su artículo 571, 
modificado por la Ley 2445 (2025 en su 
artículo  39. Establece expresamente que, si 
el deudor dolosamente ha omitido relacionar 
bienes, ha ocultado o simulado créditos, o frente 
a él han prosperado acciones revocatorias o de 
simulación, la adjudicación no producirá el 
efecto del descargue. Igualmente, perderá tal 
beneficio el deudor que con dolo o culpa grave 
hubiera ocasionado el deterioro de los activos 
que componen el inventario a adjudicar o lo 
hubiere permitido habiendo podido evitarlo, a 
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menos que antes de iniciarse la audiencia de 
adjudicación o durante su desarrollo compense 
en dinero efectivo el perjuicio causado a sus 
acreedores o llegue con ellos a un acuerdo 
sobre la forma de hacerlo. En ese caso, las 
obligaciones insolutas subsisten como civiles 
y los procesos ejecutivos que hubieren sido 
iniciados para reclamarlas se reanudan.

Esta excepción es coherente con el 
principio general del derecho, concursal según 
el cual la buena fe del deudor es condición de 
acceso a los beneficios del proceso. El mismo 
Rodríguez Espitia (2015) señala que 

existen instrumentos dentro del 
mecanismo concursal que son muestra 
de la preocupación del legislador 
por la protección del derecho de 
crédito, entre otros, la veracidad de 
la información o la no aplicación de 
beneficios tales como el descargue 
para el deudor que no actuó de buena 
fe (p. 68). 

5. Buena fe y abuso del derecho en el 
proceso concursal

5.1 La buena fe como condición 
estructural del régimen

El proceso de insolvencia de la persona 
natural no comerciante descansa, de principio 
a fin, sobre el postulado de la buena fe. La 
buena fe que exigió el acreedor al otorgar el 
crédito es la misma que debe exigir el deudor al 
reclamar su beneficio concursal. Neme (2006) 
lo sintetiza de manera precisa: “la buena fe 
exige el respeto de los derechos ajenos y la 
prohibición del abuso de los propios” (p. 95). 
Sin buena fe, el proceso concursal se convierte 
en un instrumento de evasión de obligaciones 
legítimas.

La Corte Constitucional en sentencia 

C-090 (2014) ha señalado que incurre en 
un ejercicio abusivo de sus derechos: (i) 
quien ha adquirido el derecho en forma 
legítima pero lo usa para fines no queridos 
por el ordenamiento jurídico; (ii) quien se 
aprovecha de la interpretación de las normas 
para obtener resultados incompatibles con el 
ordenamiento; (iii) el titular que hace un uso 
inapropiado e irrazonable del derecho a la luz 
de su contenido esencial y sus fines; y (iv) 
quien invoca las normas de manera excesiva 
y desproporcionada para desvirtuar el objetivo 
jurídico que persiguen.

Aplicadas al proceso concursal, estas 
categorías permiten identificar con razonable 
precisión cuándo el deudor está haciendo 
un uso legítimo del régimen y cuándo está 
abusando de él. El deudor que genuinamente 
no puede pagar, que ofrece lo que realmente 
puede ofrecer y que actúa con transparencia 
en la relación de sus bienes y obligaciones, no 
abusa del derecho, aunque busque el descargue 
de sus deudas. Ese es exactamente el deudor 
para quien fue creado el mecanismo.

5.2 El abuso del derecho en el proceso 
concursal: una tipología

La doctrina del abuso del derecho, cuyo 
exponente fundamental es Josserand, quine 
de forma doctrinaria es altamente citado por 
la Corte Constitucional colombiana y por 
autores como Monroy (2008) y Morgestein 
Sánchez (2019), enseña que se abusa de 
un derecho cuando su ejercicio se aparta 
de los fines sociales y económicos para los 
que fue reconocido. En materia concursal, 
eso significa que hay abuso cuando el 
deudor usa el proceso no para rehabilitarse 
económicamente, sino para aprovechar los 
efectos de este (la suspensión de ejecutivos, 
el descargue futuro). En este sentido, el abuso 
del derecho no se configura por la incapacidad 
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de pago del deudor (la cual es el presupuesto 
mismo del proceso), sino por la ausencia de 
lealtad procesal, cuando se acude a la justicia 
con el único fin de dilatar ejecuciones, sin la 
disposición de mostrar de forma transparente 
su realidad patrimonial frente al concurso. 

Autores como Morgestein Sánchez y 
Ucrós Barrós (2022) identifican dos figuras 
típicas de abuso en el régimen colombiano. La 
primera es el deudor que inicia la negociación 
de deudas con el propósito exclusivo de 
obtener la suspensión de los procesos 
ejecutivos en curso, sin ninguna intención 
real de llegar a un acuerdo. La segunda es el 
deudor que, estando en condiciones objetivas 
de hacer una propuesta digna de consideración 
por sus acreedores, hace una oferta irrisoria o 
simbólica para verse abocado, por mandato 
legal, a la liquidación patrimonial y así obtener 
el descargue de sus deudas sin haber hecho el 
esfuerzo mínimo que el sistema le exige.

Hay que subrayar, sin embargo, que la 
mera insuficiencia de bienes no es señal de 
abuso. El régimen fue diseñado precisamente 
para funcionar incluso cuando el deudor 
no tiene activos relevantes: la liquidación 
patrimonial puede iniciar con bienes de 
escaso valor y terminar con el descargue de 
obligaciones millonarias. Eso no es fraude. Es 
la función normal del mecanismo.

5.3 El caso del Tribunal Superior de 
Cali: una sentencia que merece análisis 
crítico 

Mediante un fallo de tutela en 2020, 
la Sala Civil del Tribunal Superior de Cali 
dejó sin efecto la apertura de una liquidación 
patrimonial y compulsó copias ante la Fiscalía 
General de la Nación contra la deudora y el 
conciliador

En 2020, la Sala Civil del Tribunal 

Superior de Cali profirió una sentencia de tutela 
que revocó el fallo de primera instancia que 
había ordenado la apertura de una liquidación 
patrimonial, y compulsó copias a la Fiscalía 
General de la Nación contra la deudora y el 
conciliador. El caso era el de una ciudadana con 
un pasivo total de poco más de $1.862.000.000, 
bienes valorados en apenas $5.500.000 y una 
propuesta de pago que ascendía al 80% de sus 
ingresos mensuales. Sus deudas habían surgido 
no de gastos personales, sino de haber firmado 
como codeudora de una empresa de la que era 
representante legal y que luego fracasó. 

El Tribunal consideró que la diferencia 
entre activos y pasivos era indicativa de 
posible fraude, que la propuesta de pago 
era “irrisoria y simbólica”, y que abrir la 
liquidación patrimonial sería un “desgaste 
innecesario” para la administración de justicia 
porque no habría bienes que liquidar. El 
análisis crítico de esa sentencia revela varios 
errores conceptuales graves.

Primero, el Tribunal confundió el juez 
de la liquidación patrimonial con el juez del 
procedimiento de negociación de deudas. 
El Código General del Proceso (2012) no 
autoriza al juez de la liquidación a revisar la 
actuación del conciliador, La ley 1563 (2012) 
delimita de manera precisa las competencias 
de cada uno. El juez de la liquidación no puede 
convertirse en revisor de lo que hizo o dejó de 
hacer el conciliador en la negociación.

Segundo, la ausencia de bienes no 
es causal de rechazo de la apertura de 
la liquidación. Ninguno de los estatutos 
liquidatarios colombianos, ni la Ley 
1116 (2006), ni el propio Código General 
del Proceso, exige que el deudor tenga 
bienes suficientes para iniciar el proceso. 
Jurídicamente, “liquidar” no significa “volver 
líquido lo sólido” sino, “finiquitar”: terminar 
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de manera ordenada una relación patrimonial. 
Se liquidan sociedades conyugales sin activos. 
Se liquidan empresas sin bienes. El descargo 
existe precisamente para los casos en que no 
hay bienes suficientes.

Tercero, y quizás más grave, el Tribunal 
ignoró un dato fáctico que el juez de tutela 
de primera instancia sí había valorado: la 
deudora había ofrecido el 80% de sus ingresos 
mensuales a sus acreedores. Esa oferta no es 
indicativa de mala fe. Es todo lo contrario. 
Una persona que ofrece el 80% de lo que gana 
para pagar sus deudas no está abusando del 
proceso concursal: está haciendo exactamente 
lo que el sistema le pide.

6. La rehabilitación financiera: el 
horizonte del proceso

6.1 El descargue como punto de 
partida, no de llegada

La liquidación patrimonial no supone la 
exclusión del deudor del engranaje económico, 
sino su reintegro. Una vez adjudicados los 
bienes, de ser el caso, y declarado el descargue 
del saldo insoluto, el deudor se libera de las 
obligaciones comprendidas en el proceso, 
recuperando su facultad para contratar, invertir 
y generar riqueza. Esta libertad recobrada es 
el valor fundamental que el sistema protege al 
privilegiar el descargue frente a la persecución 
perpetua del patrimonio.

Marín (2018) recuerda que la finalidad 
del proceso de insolvencia es que la persona 
natural no comerciante, hoy, también la pequeña 
comerciante, recupere el acceso al crédito y, 
de esta forma, supere el impacto negativo que 
su crítica situación económica ha dejado en su 
vida personal, familiar, profesional, laboral y 
hasta social. El proceso no es un castigo ni una 
gracia: es un mecanismo técnico para resolver 
una situación de insolvencia de manera que 

beneficie, en la medida de lo posible, a todas 
las partes involucradas.

6.2 La caducidad del reporte negativo

Una de las medidas más concretas 
de rehabilitación financiera del régimen 
colombiano es el tratamiento especial que se 
da a los reportes negativos del deudor en las 
centrales de riesgo. El término de caducidad 
de ese reporte inicia un año después de 
la apertura de la liquidación patrimonial, 
independientemente de si las obligaciones 
fueron pagadas total o parcialmente con la 
adjudicación de bienes. Eso significa que, en 
un plazo razonable, el deudor puede recuperar 
su historial crediticio y volver a acceder al 
sistema financiero formal.

Esta medida es coherente con la lógica 
del fresh start: de nada sirve eliminar las 
obligaciones del proceso si el deudor queda 
marcado de por vida en las centrales de riesgo. 
La rehabilitación tiene que ser integral para 
ser real. Adicionalmente, el régimen prevé el 
retiro inmediato del reporte negativo si, una 
vez terminado el proceso de liquidación, el 
deudor paga los saldos que hubieran quedado 
insolutos, lo que crea un incentivo adicional 
para el pago voluntario incluso después del 
descargue.

7. La necesidad de una 
jurisprudencia consistente

La sentencia del Tribunal Superior de 
Cali analizada en este trabajo no es un caso 
aislado. Refleja una tensión más amplia en 
la jurisprudencia colombiana sobre cómo 
interpretar el régimen de insolvencia: algunos 
jueces lo leen con ojos de protección del crédito 
y de los acreedores, y tienden a restringir 
sus beneficios; otros lo leen con la lente de 
la solidaridad y la rehabilitación, y son más 
generosos con el deudor. Esa inconsistencia 
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genera inseguridad jurídica y desigualdad en 
el acceso al sistema.

El sistema necesita una jurisprudencia 
que entienda los tres pilares del régimen de 
manera equilibrada: protección del crédito, sí; 
rehabilitación del deudor, también; y sanción 

para el deudor de mala fe, por supuesto. 
Ninguno de los tres principios puede funcionar 
si se aplica de manera absoluta y sin considerar 
los otros dos. La Corte Suprema de Justicia 
tiene una tarea pendiente en la construcción de 
esa jurisprudencia.

Conclusiones

El proceso de insolvencia de la persona 
natural no comerciante en Colombia es una 
respuesta del sistema jurídico a una realidad que 
el derecho no podía seguir ignorando: millones 
de ciudadanos atrapados en obligaciones 
que no pueden cumplir, sin herramientas 
institucionales para salir de ese atolladero 
de manera ordenada. Su incorporación en el 
Código General del Proceso en 2012, después 
de un tortuoso recorrido legislativo, representó 
un avance real y significativo.

El régimen tiene tres pilares conceptuales 
que deben leerse de manera integrada. El 
primero es la protección del crédito: el proceso 
no está diseñado para defraudar acreedores, 
sino para asegurar que, incluso en situaciones 
de insolvencia, las obligaciones se paguen de 
la manera más ordenada y equitativa posible. 
El segundo es la rehabilitación económica 
del deudor: el mecanismo del descargue 
y las medidas de rehabilitación financiera 
buscan que el deudor saliente del proceso 
pueda reintegrarse a la vida productiva con 
un horizonte real de futuro. El tercero es la 
sanción a la mala fe: el régimen no protege 
al deudor que oculta bienes, simula créditos o 
usa el proceso como mecanismo de evasión.

La buena fe es la bisagra que conecta esos 
tres pilares. Sin ella, el proceso concursal se 
convierte en un instrumento de fraude. Con ella, 
funciona como lo que debe ser: una segunda 
oportunidad genuina para quien realmente la 

necesita. Como lo enseña la doctrina del abuso 
del derecho desde Josserand, el ordenamiento 
no ampara el ejercicio de un derecho que se 
aparta de sus fines sociales y económicos. 
Pero tampoco puede negar ese derecho a quien 
lo ejerce de buena fe, aunque el resultado final 
sea un descargue de obligaciones millonarias 
con activos mínimos.

La sentencia del Tribunal Superior de 
Cali analizada en este trabajo ilustra el riesgo 
opuesto: restringir el acceso al proceso con 
criterios que la ley no contempla, confundir la 
ausencia de bienes con el fraude, e ignorar la 
disposición de pago del deudor como indicador 
de buena fe. Esa sentencia restrictiva, si se 
generaliza, vaciará de contenido un régimen 
que el constituyente y el legislador han querido 
que funcione como herramienta de inclusión 
económica y social.

El camino hacia adelante pasa por 
tres acciones concretas: una jurisprudencia 
consistente de la Corte Suprema de Justicia o 
de la Corte Constitucional, que trace los límites 
claros entre el ejercicio legítimo y el ejercicio 
abusivo del régimen; una simplificación del 
procedimiento de acceso que reduzca las 
barreras para los deudores sin representación 
jurídica; y una mayor capacitación de los 
operadores del sistema (jueces, conciliadores, 
notarios) sobre la función constitucional del 
mecanismo que tienen en sus manos.
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